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En los tiempos que corren en este país, para nadie 
es un misterio que cuando una Ley se está tramitan-
do en el parlamento y no se sabe mucho de ella, es 
porque los intereses económicos, la corrupción y el 
maletín con dinero rodean el proceso.

Bajo el paraguas del concepto de “Estrategia 
Nacional de Desalinización (cuando el país tiene 
los mayores afluentes de agua dulce que viene de 
la Cordillera de los Andes), se plantean mega inver-
siones para desalinizar el agua de mar. El proyecto 
consiste en identificar puntos de captación, descar-
ga, caudales y características de rechazo o depósito 
de salmueras, y contempla que la Estrategia Nacional 
identifique bahías o áreas donde se recomiende evi-
tar descarga de salmueras por batimetría, corrientes 
o biota. Desde Terram, Fundación especialista en 
desarrollo sustentable). Señalan que una vez elabo-
rada la Estrategia, deberá considerar instrumentos 
de planificación territorial, la Política Nacional de 
Ordenamiento Territorial, planes regionales, Política 
Nacional Costera y zonificaciones costeras. 

El proyecto de ley considera esencial diversificar 
las soluciones para asegurar un suministro de agua 
adecuado y enfrentar los efectos del cambio climático 
en el país desde una mirada integral de la utilización 
de los recursos hídricos, pero según Terram, no in-
corpora lineamientos para la priorización de otras 
alternativas de gestión del agua, manteniendo a la 
desalación como una solución principal o única. La 
propuesta es un avance concreto para que prolifere 
una regulación específica para la desalinización de 
agua de mar en el país, no obstante, Terram plantea 
que mucho de su contenido queda traspasado a regla-
mentos posteriores y a la futura Estrategia Nacional, 
“o sea, existe el avance en el marco regulatorio, pero 
su aplicación depende de otros instrumentos”, funda-
mentan. Finalmente, el proyecto, aborda la eficiencia 
de uso de los recursos disponibles, considerando 
los usos domésticos, industriales e incluso el mo-
delo agroexportador chileno, que requiere grandes 
cantidades de agua para funcionar. Terram afirma 
que no se plantean aspectos sobre optimización del 
uso actual de agua a escala nacional, ni la revisión 
de los usos domésticos, industriales y del modelo 
agroexportador, aspecto que podría ser incorpora-
do dentro de la Estrategia Nacional.

Más allá de las observaciones de Terram y de las 
observaciones hechas por los parlamentarios, la ver-
dad es que con esto se busca dejar de lado la captación 
de agua dulce desde los ríos, los que son de propie-
dad del Estado, para luego entregarle ese derecho a 
privados, los que tendrán la exclusividad de captar 
agua salada, y luego cobrarnos tarifas extremada-
mente altas por el servicio. Es el clásico mecanismo 
de privatización y generación de un oligopolio, de 
un insumo esencial para el ser humano, como es el 
agua potable.

Si de verdad quieren asegurar el consumo para 
los habitantes de Chile, que la inversión y adminis-
tración sea del Estado, de lo contrario, tendremos en 
pocos años más a un abogado experto en colusiones 
defendiendo a 2 o 3 empresas que se pusieron de 
acuerdo para fijar tarifas leoninas para cada uno(a) 
de nosotros(as). Digo en unos años más porque aho-
ra por su cargo no podría… yo creo…

Claudio Flores,  
Ingeniero Comercial
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La bióloga española Ainoa Gómez explica que, el 
paso del tiempo no es constante en nuestra mente 
ya que depende de la percepción y el estado emo-
cional. Se siente rápido con la alegría, y lento con 
el estrés, rutina, aburrimiento o miedo.

El tiempo también pasa muy lento cuando en-
frentamos actos de injusticia, sabiendo además 
que los mismos procesos investigativos y judi-
ciales son lentos.  El cerebro de la víctima o sus 
familiares debe rumiar, día a día, su rabia, indig-
nación y dolor, acompañados de la esperanza de 
que florezca la verdad y los culpables sean casti-
gados.  Para empatizar con este comentario, están 
los tristes y emblemáticos casos de Jorge Matute 
Johns y Ricardo Hárex González, que completan 25 
y 24 años de investigación sin culpables. En el caso 
de Ricardo, la agravante es que nadie ha declarado 
donde se encuentran sus restos para darle cristia-
na sepultura.  Un calvario interminable de años de 
lucha de los familiares, pidiendo apoyo a diferen-
tes autoridades judiciales y gobiernos, sin avances 
relevantes.   Solo especulación y dolor para la fa-
milia, quienes mantienen abierta una cicatriz que 
nunca cerrará por la profundidad del dolor, pero 
por lo menos, podrían tener una pequeña confor-
midad al encontrar justicia.

En otro tema judicial. A 7 años de descubrirse el 
desfalco al Fisco más grande y descarado de todos 
los tiempos, conocido como el “Pacogate”, recién 
conoceremos las sentencias para 25 condenados 
como autores de malversación, y 3 condenados 
por el mismo delito sin calidad de funcionarios 
públicos, según informa ADN radio.  Y el Fiscal 
magallánico Eugenio Campos informa además que 
116 imputados ya fueron condenados en proce-
dimientos abreviados.  ¿Por qué tanta gente?  Por 
que hablamos de un desfalco de $28.000 millones 
de pesos. Y como la víctima es el Estado, podemos 
decir que el robo perjudica a los más vulnerables.  
Mientras unos andaban paseando en helicóptero 
por el “Cañón de Colorado” en EEUU, otros no pue-
den realizarse una cirugía, porque no hay recursos 
para avanzar la lista de espera en el servicio de 
salud. Como dijo una alumna de la UMAG en una 
exposición de colusión: “Sin piedad ni compasión”, 
solo ambición y avaricia.

Vamos a lo cotidiano.  El director del trabajo 
David Oddó, suspende temporalmente el Sistema 
de Gestión Inspectiva de la institución, por proble-
mas operativos, volviendo al anterior sistema “Dt 
Plus”.  Se busca evitar fallas en los procedimien-
tos que comprometan los derechos de las personas 
afectadas y que puedan generar responsabilidades 
institucionales y procesales.

¿La Operación renta? sigue su curso y cuando 
termine el proceso evaluaré sin con más o menos 
contratiempos. Pero hoy si es destacable la gestión 
de la Dirección Regional de Magallanes del SII, con 
atención de público gratuita junto a alumnos de 
Santo Tomas, y las atenciones en comunas lejanas 
como: Puerto Williams, Villa Tehuelche, Timaukel 
y Cerro Castillo.  Me despido, para seguir revisan-
do declaraciones de renta.

Adolfo Canales Guentelicán, 
Contador Auditor y Docente

Sin piedad ni 
compasión 

La investigación que hoy rodea a Camila 
Flores no es solo una polémica más dentro 
del ya tensionado escenario político chi-
leno. Es, sobre todo, una señal de alerta 
sobre prácticas que durante años han per-
manecido en una zona gris, toleradas o 
simplemente ignoradas. Las denuncias en 
cuestión,  apuntan a que asesores habrían 
debido devolver parte de sus sueldos, ins-
talando una lógica que incomoda porque 
pone en cuestión algo básico: la relación 
entre trabajo, dignidad y poder.

Más allá de lo que determine la justicia, 
el problema de fondo no desaparece. La sola 
posibilidad de que un trabajador deba pa-
gar una especie de “cuota” para mantenerse 
en su puesto habla de un sistema donde el 
mérito queda subordinado a relaciones de 
dependencia. No se trata solo de una irregu-
laridad administrativa, sino de una forma 
de ejercicio del poder que desdibuja los lí-
mites entre lo público y lo privado.

Lo inquietante es que este tipo de si-
tuaciones no resulta del todo ajeno para 
la ciudadanía. Existe una percepción ex-
tendida de que el acceso a ciertos espacios 
laborales, especialmente en política, muchas 
veces depende de redes, favores o lealtades 
más que de capacidades. En ese contexto, lo 
ocurrido no sorprende tanto como debería, 
y esa normalización es, quizás, el síntoma 
más profundo de la crisis.

La respuesta institucional suele centrarse 
en el caso puntual, en determinar responsa-
bilidades individuales. Sin embargo, limitar 
la discusión a una persona corre el riesgo 
de invisibilizar un problema estructural. 
Porque si estas prácticas existen, no lo ha-
cen en el vacío, sino en un ecosistema que 
las permite o, al menos, no las sanciona con 
suficiente claridad.

Este episodio abre una oportunidad in-
cómoda pero necesaria. La de preguntarse 
no solo qué ocurrió, sino por qué podría ha-
ber ocurrido. Y, sobre todo, qué condiciones 
hacen posible que el poder se ejerza de ma-
neras que erosionan la confianza pública. 
Porque al final, más allá de casos particu-
lares, lo que está en juego es la credibilidad 
de un sistema que debería garantizar, antes 
que todo, reglas justas para todos.

Arturo Díaz,
Consejero Regional
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